El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
VIOLENCIA INTRAFAMILIAR / SISTEMA PENAL PARA ADOLESCENTES / SANCIONES PARA LOS RESPONSABLES / CONSECUENCIAS EN CASO DE INCUMPLIMIENTO / OBLIGACIONES DEL MENOR / CARGA PROBATORIA.
El artículo 177 de la Ley 1098 de 2006, modificado por el 89 de la Ley 1453 de 2011, establece que las sanciones aplicables a los adolescentes a quienes se les haya declarado su responsabilidad penal son la amonestación, la imposición de reglas de conducta, la prestación de servicios a la comunidad, la libertad asistida, la internación en medio semicerrado y la privación de libertad en centro de atención especializado.

Y según el parágrafo segundo del artículo 179, que regula los criterios para la definición de las sanciones en el sistema de responsabilidad penal de adolescentes, “Los adolescentes entre 14 y 18 años que incumplan cualquiera de las sanciones previstas en este Código, terminarán el tiempo de sanción en internamiento.”

En el caso bajo estudio no cabe duda de que el joven desentendió las obligaciones derivadas de la medida de internación en medio semicerrado impuesta en su contra; el debate lo plantea la defensa respecto a las supuestas amenazas que recibió en la Fundación Hogares Claret, programa Fe y Esperanza, donde debía cumplir la citada sanción.

Sin embargo, ninguna de las pruebas recaudadas da cuenta de esa situación. (…)
… como el adolescente incumplió sin justificación alguna los deberes que debía asumir en el programa de internamiento semicerrado, la única consecuencia permitida era el cambio de medida por la de privación de la libertad.

Esa decisión no puede ser calificada como excesiva pues ante la comprobada renuencia y en aplicación del citado artículo 179, el procesado no podía ser merecedor de una sanción igual o más leve a la inicialmente impuesta, sino de la mayor entidad de conformidad con la gradualidad de las sanciones establecidas en el artículo 177, también transcrito, en este caso el de la privación de la libertad.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA No. 1 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES

       
Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

       
Pereira, diciembre trece (13) de dos mil diecinueve (2019)
       
Acta No. 628 del 13 de diciembre de 2019

Expediente No. 66001-60-01248-2018-00294-01
Procede la Sala a decidir el recurso de apelación interpuesto por el defensor del adolescente W.A.P.R., frente al auto proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira el 15 de noviembre pasado, en el proceso que contra el menor se adelantó por la conducta punible de violencia intrafamiliar agravada.
A N T E C E D E N T E S
1. En audiencia de juicio oral llevada a cabo el 18 de octubre de 2018, el juzgado de conocimiento le impuso al adolescente W.A.P.R., como responsable del delito de violencia intrafamiliar agravada, sanción de internamiento en medio semicerrado en modalidad externado tiempo completo, por un término de diez meses; se le advirtió sobre su obligación de vincularse, por igual lapso, a los programas de atención especializada para superar su agresividad y que de incumplir injustificadamente aquella sanción, sería modificada por la de privación de la libertad.  
En las consideraciones de ese fallo expuso el funcionario de primera instancia que esa dosificación de la pena atiende a las necesidades de la sociedad y el adolescente, quien se encuentra en alto riesgo, pues según los informes de la Defensoría de Familia, se halla desescolarizado y comparte con pares negativos, pero sobre todo porque aceptó los cargos formulados y por tanto, a pesar de que la sanción para este caso sería una privativa de la libertad hasta por treinta y seis meses, se aplicará de aquella manera, ya que además lo que requiere el joven es una intervención estatal por intermedio de programas que le ayuden a superar sus dificultades, en los cuales también intervengan sus padres, dadas las falencias que se presentan en el interior del hogar.

2. En proveído del 16 de julio de este año se indicó que aunque el menor, para cumplir la sanción impuesta, fue vinculado al programa Fe y Esperanza, solo permaneció durante una semana, según el informe de la trabajadora social. También, que el juzgado lo citó a entrevista privada el 4 de abril del mismo año, a la que dejó de asistir a pesar de que tanto él como su progenitora habían sido notificados de la fecha y hora de la diligencia. Es decir, que pese a que se adelantaron las gestiones pertinentes a fin de que el procesado culminara su programa y cumpliera la sanción, se ha mostrado renuente, circunstancia que impide la materialización del plan integral de atención cuyo objetivo era mejorar sus condiciones de vida. 
Por tanto, en aplicación de los artículos 178 y 179 del Código de la Infancia y la Adolescencia, se modificó aquella sanción por la de privación de la libertad por el término de 9 meses y 22 días y se ordenó librar orden de aprehensión para su traslado a las instalaciones del Marceliano Ossa, donde deberá cumplirla.
3. Esa aprehensión se produjo el 13 de octubre del año que corre.

4. En escrito presentado el 7 de noviembre siguiente, el apoderado de la representante legal del procesado, solicitó modificar la sanción impuesta y se adoptara la inicialmente impuesta de internación en medio semicerrado en modalidad externado, con fundamento en los artículos 44 y 45 de la Constitución Nacional.

Adujo que si bien es cierto el menor incumplió las obligaciones adquiridas, ello obedeció a que, según su progenitora, aquel recibió amenazas contra su vida en el centro de atención especializada designado por el ICBF, en el programa Fe y Esperanza; no se entienden las razones por las cuales la trabajadora social dejó de consignar lo relativo a las citadas intimidaciones y los buenos comportamientos del menor, tales como proveer alimentos a su hogar, lo que se pudo constatar en las labores de vecindario que él como abogado realizó. Agregó que en el centro de internación Marceliano Ossa, el menor fue objeto de golpizas y a pesar de que su progenitora puso en conocimiento esa situación al personal de esa entidad “no tuvo eco sobre tal manifestación de su hijo”. Finalmente dijo que la decisión de privar de la libertad al procesado, es excesiva, máxime cuando existen otras clases de sanciones.  
En el mismo escrito pidió se escuchara en entrevista al menor y a su progenitora, así como a funcionaria del centro de reclusión Marceliano Ossa, y se oficiara a esa entidad para que remitiera informes de conducta de aquel.  

5. El 8 de noviembre pasado se citó al adolescente a entrevista privada, la que se practicó el 14 siguiente, acto en el cual el menor relató los actos de violencia física de que ha sido víctima, por parte de otros muchachos, en el lugar donde está interno. Concretamente dijo que ha recibido golpes y que le quitan la comida; se quejó ante dos educadoras de la institución y lo trasladaron a “La Granja”, pero el problema continúa, pues con frecuencia le dicen “te vamos a chuzar” y en las áreas comunes del lugar se tiene que ver con ellos. Considera que su vida corre peligro.
6. Por auto del 15 del citado mes, el juez de conocimiento resolvió negar la solicitud de sustitución de la sanción; para garantizar al menor su seguridad personal, autorizó su traslado a un Centro de Atención Especializada cercano, para lo cual se oficiará a la directora del ICBF con el fin de que consiga el cupo; entre tanto, dispuso oficiar al director del Créeme para que adoptara las medidas tendientes a proteger la integridad física del joven, mientras se materializa su traslado.
Para así decidir estimó que en este caso no se evidencia informe alguno que relate las supuestas intimidaciones que recibió el adolescente mientras cumplía la sanción inicialmente impuesta; tampoco su progenitora alertó de esa situación al despacho o a las trabajadoras sociales asignadas al caso, ni a la institución en la que cumplía la sanción; por el contrario, se aportó informe de una de aquellas funcionarias, del 23 de noviembre pasado, en el que se expresó que de conformidad con lo relatado por la citada señora, su hijo se ha negado a retomar el programa y continúa con comportamientos inadecuados. De igual forma, adujo, el Código de la Infancia y la Adolescencia faculta a la judicatura para modificar, en caso de incumplimiento, cualquiera de las sanciones impuestas por la de privación de la libertad, pues no tiene sentido que esa variación sea por otra extramuros si se tiene en cuenta que el procesado muy posiblemente seguiría en renuencia. Además, el joven y su progenitora sabían de las consecuencias de ese desobedecimiento, tal como se les hizo saber por los funcionarios del programa Fe y Esperanza; tampoco asistieron a la entrevista programada para el 4 de abril de este año, lo cual demuestra un total desinterés en el asunto de su parte. Concluyó entonces que el joven debe permanecer en internamiento, pues además de que los adolescentes no solo son sujeto de derechos sino también de deberes, aquella constituye una medida necesaria para superar sus dificultadas y falencias.
7. El abogado de la defensa interpuso recurso de apelación contra esa providencia. Adujo: a) teniendo en cuenta la inexistencia de informes sobre las amenazas sufridas por su defendido, se solicitó al despacho recibir declaración a su progenitora quien tuvo conocimiento de esas intimidaciones, que lo llevaron a suspender el programa asignado, pero a ello no se procedió; b) el informe de la trabajadora social, a que alude el despacho de conocimiento, se remonta al 23 de noviembre de 2018, lo que califica de peculiar pues solo se hace referencia a una sola visita programada,  desconociendo las disposiciones constitucionales y legales que ordenan un acompañamiento integral. Aunque esa funcionaria sugiere “la necesidad de socializar espacios de orientación jurídica en conjunto donde se generen posibles alternativas de solución para el caso”, tales orientaciones nunca tuvieron lugar; es decir, se podría pensar que el juzgado de primera sede desatendió lo previsto en el artículo 117 de la Ley 1098 de 2006; c) el hecho de que la madre del joven sea iletrada, genera que la intervención de los profesionales que atiendan el asunto sea más exhaustiva, para así garantizar el cumplimiento de la finalidad de la citada ley; d) frente a la manifestación del juez de primera instancia, en cuanto adujo que la variación de la sanción por otra que no implique privarlo de la libertad haría persistir el incumplimiento, dijo que constituye un juicio de valor sin sustento legal, pues se resuelve la cuestión sobre la base de un supuesto. Además, según el documento suscrito por los vecinos del menor, este ha mostrado buen comportamiento, circunstancia que contradice lo informado por la trabajadora social y d) la decisión de autorizar el traslado a otro centro de atención especial constituye una medida aún más drástica que la privación de la libertad en sí misma, al someterlo a una situación de desarraigo, sin tener en cuenta la condición económica de su familia “y en ese mismo sentido el menor sancionado se opuso a la manifestación del Juez, teniendo de presente que en la entrevista, el director del despacho solo vio como solución autorizar un traslado de ciudad olvidando no solo los preceptos constitucionales consagrados en sus artículos 44 y 45, sino los reglados en la ley 1098” relativos, estos últimos, a tener una familia y a no ser separado de ella, a cumplir la pena en la misma localidad de su grupo familiar y a no ser trasladado arbitrariamente.   
Solicitó se revoque la decisión impugnada y se acceda a la solicitud de cambio de sanción por la de internamiento en medio semicerrado.

C O N S I D E R A C I O N E S

1. Al tenor de lo dispuesto en los artículos 34 numeral 1º de la ley 906 de 2004 y 168 de la Ley 1098 de 2006 le compete a este Tribunal adoptar la decisión de segunda instancia que en derecho corresponda, en atención al recurso de apelación oportunamente interpuesto y formalmente sustentado por el apoderado del procesado.
2. El problema jurídico consiste en definir si en este caso es procedente la sustitución de la sanción impuesta al joven W.A.P.R.
3. Las pruebas incorporadas al expediente acreditan los siguientes hechos:

3.1 En acta de reunión del 23 de noviembre de 2018, el grupo profesional de la Fundación Hogares Claret, del programa semi externado jornada completa Fe y Esperanza, consignó que el joven W.A.P.R., a quien se impuso sanción de internamiento en medio semicerrado en modalidad externado tiempo completo, por un término de diez meses, asistió solo una semana al programa y al indagar a su progenitora sobre esta situación dijo que él “se niega a retomar el proceso, mostrándose agresivo y violento hacia su madre y hermanos”. Así mismo, que dentro de las acciones realizadas para el protocolo de búsqueda activa y las distintas explicaciones y orientaciones tanto al adolescente como a su familia sobre las consecuencias que acarrea no asistir ni cumplir la responsabilidad de participar en la modalidad de atención y el programa asignado por el juez, se concluye la necesidad e importancia de socializar a las autoridades competentes del caso la situación actual del adolescente y solicitar espacio de orientación jurídica en conjunto donde se generen posibles alternativas de solución para el asunto.
  
3.2 Según el informe de seguimiento suscrito por la asistente social del Centro de Servicios para Adolescentes de esta ciudad, el 23 de noviembre de 2018, Fe y Esperanza informó que el menor solo había asistido al programa una semana y que al contactar telefónicamente a su progenitora, esta les informó que “el joven se mostraba renuente para asistir a la institución”. El 22 de marzo de este año se remitió citación al menor y a su progenitora para entrevista programada para el 4 de abril siguiente, la cual fue recibida por ambos, pero ninguno compareció a esa diligencia
.

3.3 Quienes dijeron ser vecinos del joven procesado, afirmaron que es trabajador y responsable con el mantenimiento del hogar
.

3.4 De acuerdo con la entrevista privada que hizo el juez al procesado, este teme por su vida
. 
4. El artículo 177 de la Ley 1098 de 2006, modificado por el 89 de la Ley 1453 de 2011, establece que las sanciones aplicables a los adolescentes a quienes se les haya declarado su responsabilidad penal son la amonestación, la imposición de reglas de conducta, la prestación de servicios a la comunidad, la libertad asistida, la internación en medio semicerrado y la privación de libertad en centro de atención especializado.

Y según el parágrafo segundo del artículo 179, que regula los criterios para la definición de las sanciones en el sistema de responsabilidad penal de adolescentes, “Los adolescentes entre 14 y 18 años que incumplan cualquiera de las sanciones previstas en este Código, terminarán el tiempo de sanción en internamiento.”
5. En el caso bajo estudio no cabe duda de que el joven desentendió las obligaciones derivadas de la medida de internación en medio semicerrado impuesta en su contra; el debate lo plantea la defensa respecto a las supuestas amenazas que recibió en la Fundación Hogares Claret, programa Fe y Esperanza, donde debía cumplir la citada sanción.

Sin embargo, ninguna de las pruebas recaudadas da cuenta de esa situación. 
En el informe rendido por Hogares Claret demuestra que él voluntariamente se negó a seguir en el programa, a pesar de las advertencias que sobre su renuencia se le hicieron en la sentencia y por parte de aquella entidad. Como si fuera poco, al ser citado por el juzgado de conocimiento, a efecto de entrevistarlo sobre esa situación, injustificadamente dejó de atender ese requerimiento. Es decir que a pesar de todas las posibilidades que tuvo el joven para informar los motivos que lo llevaron a abandonar el programa semicerrado, en ninguna de ellas hizo alusión a esa circunstancia, lo que resulta inentendible pues si existiera algún tipo de amenaza que le impidiera cumplir la sanción judicial, lo apropiado hubiese sido ponerla en conocimiento de las entidades y del propio juez, y no esperar a que se materializara el cambio de medida para plantearla.
El documento suscrito por quienes dijeron ser vecinos del joven no puede considerarse medio de prueba idóneo para revocar el auto impugnado, pues hace referencia al buen comportamiento del menor en comunidad, pero nada se indica sobre la razones por las cuales se alejó del tantas veces citado programa asistencial.

6. Frente al reparo del recurrente en relación con la falta de decreto de la prueba testimonial de la madre del menor, quien asegura tuvo conocimiento de las amenazas de que fue objeto su hijo, baste indicar que aun cuando ese testimonio resultaba pertinente para el caso, también se obtuvo declaración del directo afectado por esas supuestas intimidaciones, y por lo mismo esta última prueba resultaba imprescindible para resolver la cuestión y no aquella que, de todas formas, constituía un testimonio de oídas, motivo por el cual su no práctica no configura causal suficiente para anular la cuestión o revocar la providencia recurrida.  
7. El argumento dirigido a cuestionar el proceder de la trabajadora social no tiene la entidad suficiente para revocar la decisión adoptada, pues no se entiende cómo la supuesta falta de diligencia de esa funcionaria contribuyó al incumplimiento de las obligaciones emanadas de las sanciones impuestas, máxime que, como se vio, sobre las consecuencias de esa renuencia fue lo suficientemente ilustrado el menor por el juzgado y la fundación Hogares Claret. Tampoco se le puede acusar de abstenerse de informar sobre las intimidaciones aludidas por la defensa ya que además de que este hecho no está demostrado, si se consideraba que en los respectivos informes no se dejaba constancia de esa situación, a la misma parte le correspondía ponerla en conocimiento de las autoridades competentes. 

8. En estas condiciones como el adolescente incumplió sin justificación alguna los deberes que debía asumir en el programa de internamiento semicerrado, la única consecuencia permitida era el cambio de medida por la de privación de la libertad.
Esa decisión no puede ser calificada como excesiva pues ante la comprobada renuencia y en aplicación del citado artículo 179, el procesado no podía ser merecedor de una sanción igual o más leve a la inicialmente impuesta, sino de la mayor entidad de conformidad con la gradualidad de las sanciones establecidas en el artículo 177, también transcrito, en este caso el de la privación de la libertad.
9. Finalmente, en relación con el traslado a otro centro de atención especial, este Tribunal considera que esta constituye una medida conveniente para salvaguardar los derechos del menor, quien según dijo, se encuentra en riesgo en la institución Marceliano Ossa, ello a pesar de la lógica separación familiar que implica, pues en estos casos prima la integridad personal de quien está privado de la libertad. De todas formas, al tratarse de una disposición de carácter administrativo, la entidad competente y el mismo juzgado de conocimiento deberán determinar la viabilidad de su cumplimiento, como quiera que según el informe rendido por el director del Programa Créeme, en el que además se solicitó la nulidad de ese traslado, petición que no se tiene noticia de haberse resuelto, el menor ha mostrado mejoría y no ha vuelto a tener situaciones conflictivas con los demás jóvenes
. 
En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala No. 1 de Asuntos Penales para Adolescentes,

R E S U E L V E

CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, el pasado 15 de noviembre, dentro del proceso adelantado contra el menor W.A.P.R. 
Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folio 40 cuaderno No. 1


� Folios 16 y 17 cuaderno No. 1


� Folios 35 a 38 cuaderno No. 1


� Folio 41 cuaderno No. 1


� Folio 53 a 54 cuaderno No. 1
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